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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, cinco de marzo de dos mil nueve 

Acta número 0014 del 5 de marzo de 2009
Siendo las cuatro y treinta minutos de la tarde de esta fecha, la Sala de Deci​sión Laboral del Tribunal Superior del Distri​to Judicial de Pereira, en asocio de la Secretaria, se constituye en au​diencia pública con el objeto de  resolver la apelación de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de la Ciudad, en el proceso ordinario instaurado por Nidia Esperanza Betancur Henao contra la Caja de Previsión Social de Comunicaciones -CAPRECOM-.
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente, tal como consta en el acta referenciada, fue discutido y aprobado por los demás integrantes de la Colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Pretende la señora Betancur Henao a través de apoderado judicial, se condene a la demandada a reconocer y pagarle la pensión especial de vejez con retroactividad al 1° de febrero de 2006, liquidada en un 75%, teniendo en cuenta la totalidad de lo devengado (factores legales y extralegales) en el último año de servicios, periodo comprendido entre febrero 1° de 2005 y enero 31 de 2006, inclusive, solicita sean incluidas las mesadas causadas desde la fecha en que se hizo exigible el derecho, con los pagos adicionales de junio y diciembre; igualmente depreca condena por concepto de sanción moratoria, al tenor de la Ley 6ª de 1945, indexación, lo que resulte probado conforme a las facultades extra y ultra petita y condena en costas a cargo de la accionada.
Pedimento que basa en los hechos que a continuación se sintetizan:
Refiere el apoderado judicial de la accionante que ésta se vínculo con la extinta “TELECOM” el 15 de marzo de 1985, permaneciendo a su servicio hasta el 31 de enero de 2006, fecha a partir de la cual fue suprimido el cargo de Auxiliar Administrativo (trabajador oficial), que ocupaba en la Gerencia Departamental de Risaralda; por medio del Decreto 1615 de junio 12 de 2003, se dispuso la supresión y liquidación de la entidad; a un elevado numero de trabajadores se les cancelaron los contratos de trabajo a partir del 26 de julio de 2003, excepto al personal enunciado en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002; el vínculo de la actora se prolongó hasta enero 31 de 2004, cuando fue suprimido su cargo; por medio de sentencia C – 388 de abril de 2005, la Corte Constitucional protegió los derechos fundamentales de los menores y de las madres cabezas de familia, trayendo como consecuencia el reintegro de la demandante a su cargo, con el consecuente pago de todos los salarios y prestaciones sociales legales y extralegales causadas, debiendo permanecer en la entidad hasta el momento de su liquidación definitiva, prolongándose su contrato de trabajo hasta el 31 de enero de 2006; la actora es madre de la menor Tatiana Londoño Betancur, nacida el 26 de julio de 1999, la cual ostenta una invalidez del 56.10%, según dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda; la señora Betancur Henao laboró al servicio de “TELECOM” como trabajadora oficial durante 20 años, 10 meses y 17 días, superando ampliamente a enero 31 de 2006 las mil cien semanas de cotización para efectos de pensión, aportes que siempre se efectuaron a FONCAP – CAPRECOM, asistiéndole derecho a la pensión especial de vejez consagrada en el artículo 9° de la Ley 797 de 2003; con posterioridad a su desvinculación, es decir, a partir del 1° de febrero de 2006, realizó algunas cotizaciones como particular ante el Instituto de Seguros Sociales; el 13 de octubre de 2006 solicitó al Director General de “CAPRECOM” el reconocimiento y pago de la prestación acá deprecada, recibiendo respuesta negativa mediante Resolución N° 0092 de enero 12 de 2007, argumentando que a la fecha de la solicitud no se encontraba laborando, exigencia que no contempla la norma.  

La demanda así presentada fue inadmitida por auto del 12 de abril de 2007, fl. 59; corregida la falencia presentada en cuanto al poder, fl. 61, se admitió la demanda por decisión del 30 de abril del mismo año, fl. 63, ordenando correrla en traslado a la demandada. 
En tiempo hábil, la accionada por intermedio de apoderada judicial, presentó escrito contestando la acción, fls. 66 a 71. Aceptando la vinculación de la actora con “TELECOM”, el cargo ocupado, los extremos de dicha relación, la existencia de su hija, su fecha de nacimiento y su estado de invalidez, la solicitud efectuada por la demandante, la negativa expresada al respecto y el hecho de haberse agotado la vía gubernativa. Se opuso a las pretensiones de la demanda, manifestando que no cumple la señora Betancur Henao con el tiempo de servicios exigido por la norma; afirma además, que la accionante no probó que su hija dependiera de ella, pues se limitó a decir que es madre cabeza de familia; finalmente sostiene que la norma exige que se trate de una madre trabajadora, condición que no cumple la  señora Betancur Henao, pues desde febrero de 2006 no poseía vínculo laboral con “TELECOM”. 
Convocados a audiencia para tal fin, se declaró superada la etapa de conciliación por la inasistencia de las partes, fl. 78. Agotadas otras etapas de la diligencia, el despacho se constituyó en primera audiencia de trámite decretando las pruebas solicitadas por las partes, las que fueron practicadas en las restantes diligencias. 
Se instruyó en lo posible el proceso, se clausuró el período probatorio y se convocó para audiencia pública de juzgamiento el 28 de noviembre de 2008, fl. 8, cuaderno 2, absolviendo a la accionada de las pretensiones de la demanda, al considerar la a-quo que la norma es muy clara al estar dirigida a la “madre trabajadora”, condición que no cumple la accionante, amén que tampoco cumple con la densidad de semanas requeridas. Condenó en costas a la parte judicialmente vencida.
Inconforme con lo decidido el apoderado judicial de la parte demandante interpuso y allí mismo sustentó el recurso de apelación, fl. 15, cuaderno 2, manifestando que la supresión del cargo que la actora ocupaba fue por decisión unilateral del empleador (Estado) y no por querer de ella, situación que ha de tenerse en cuenta pues fue algo que ocurrió por causas ajenas a su voluntad, pero para esa época ya contaba con el número de semanas cotizadas para pretender el reconocimiento y pago de la pensión vitalicia. Agrega que en la sentencia C – 227 de marzo 8 de 2004 la Corte Constitucional estableció que para acceder a la prestación que acá se discute, se debían acreditar cuatro requisitos, a saber, 1- que la madre o el padre hayan cotizado al sistema al menos el mínimo de semanas exigido en el Régimen de Prima Media para acceder a la pensión de vejez, 2- que el hijo sufra una invalidez física o mental, debidamente calificada, 3- que la persona discapacitada dependa de su madre o padre, si fuere el caso, y 4- que el hijo invalido sea menor de 18 años (requisito eliminado por la misma Corte), asegurando el apelante que todos se encuentran cumplidos.
Verificado como está que no existen vicios que anulen el trámite se procede a desatar la revisión, previas las siguientes.
CONSIDERACIONES

Pretende la actora el reconocimiento de la pensión especial de vejez por tener una hija inválida a cargo, prestación establecida en el inciso final del artículo 33 de la ley 100 de 1993, el cual establece:

“Artículo 33. Modificado. L. 797/2003, art.  9º. Requisitos para obtener la pensión de vejez. Para tener el derecho a la pensión de vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes condiciones:

…

La madre trabajadora cuyo hijo (menor de 18 años) padezca invalidez física o mental, debidamente calificada y hasta tanto permanezca en este estado y continúe como dependiente de la madre, tendrá derecho a recibir la pensión especial de vejez a cualquier edad, siempre que haya cotizado al sistema general de pensiones cuando menos el mínimo de semanas exigido en el régimen de prima media para acceder a la pensión de vejez. Este beneficio se suspenderá si la trabajadora se reincorpora a la fuerza laboral. Si la madre ha fallecido y el padre tiene la patria potestad del menor inválido, podrá pensionarse con los requisitos y en las condiciones establecidas en este artículo.” (Subrayado nuestro)
Lo indicado en la norma se debe entender en concordancia con las sentencias de constitucionalidad C – 227 de 2004, en cuanto a que declaró inexequible la expresión “menor de 18 años”, y C – 989 de 2006, que declaro exequible condicionalmente el término “madre trabajadora”, para hacerlo extensivo a los padres cabeza de familia.

Establecido lo anterior, tenemos que la norma es muy clara al referirse que dicho beneficio, se concede a la madre o padre trabajador, que tenga un hijo o hijos discapacitados y con el exclusivo fin de que abandone sus labores y se dedique al cuidado y rehabilitación de aquel, dándole la posibilidad de pensionarse anticipadamente, o sea, dejando al margen el factor edad y teniendo en cuenta que dicha madre o padre hayan cumplido con la densidad de semanas que se exigen en el Régimen de Prima Media para adquirir la pensión de vejez, amén que debe demostrar la invalidez de su hijo y que depende económicamente del progenitor que solicita la prestación.

Lo anterior se ratifica al analizar diversos pronunciamientos de la Corte Constitucional. Respecto a la calidad de trabajador del progenitor solicitante, ha dicho:

“El segundo, porque tal y como se vio en los apartes de la sentencia C-989 de 2006 que fueron trascritos, la Corte Constitucional analizó la diferencia de trato que surge entre los hijos de la madre y el padre trabajadores, pues sólo se tiene derecho a la pensión de vejez anticipada, que regula la norma acusada, si se es trabajador, por lo que resulta evidente que la referencia que la providencia hizo a la madre era necesariamente a la madre trabajadora, cuyo texto es nuevamente acusado”. (
) (Subrayado nuestro)
En cuanto a la dependencia económica del hijo invalido respecto del padre o madre:

“Así las cosas, en armonía con reiterada jurisprudencia frente al cargo formulado en el presente proceso por violación del derecho a la igualdad, la Corte declarará la exequibilidad condicionada de la expresión acusada “madre”, en el entendido, que el beneficio pensional previsto en dicho artículo se hará extensivo al padre cabeza de familia de hijos discapacitados y que dependan económicamente de él.” (
) (Subrayado nuestro)
“Por otra parte, la Corte también concluye que la dependencia del [hijo] inválido con respecto a la madre debe ser de tipo económico. Es decir, el requisito de la dependencia con respecto a la madre no se satisface con la simple necesidad afectiva o psicológica del [hijo] de contar con la presencia, el cariño y el acompañamiento de su madre. No le cabe ninguna duda a esta Corporación que el apoyo de la madre es fundamental para los [hijos] afectados por una discapacidad, pero para efectos de obtener el derecho a acceder a la pensión especial de vejez esta dependencia no es suficiente.” (
) (Subrayado nuestro)
Visto lo anterior, y toda vez que la accionante fue retirada del cargo que ocupaba en la extinguida “TELECOM” a partir del 31 de enero de 2006 y en el hecho noveno de la demanda se afirma que es “madre cabeza de familia sin alternativa económica”, se colige que no se encuentra laborando en estos momentos, y que además, en parte alguna del infolio se adosó prueba que demuestre la dependencia económica de su hija discapacitada para con ella, se hace obligatorio confirmar íntegramente la decisión de primera instancia. 

Por lo expuesto, la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior del Distrito de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia examinada. 

Costas en esta instancia no se causaron.

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta diligencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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